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caIgO de la Junta de Gobierno, con excepción del de Decano, y
porque varia el tiempo de anti¡üedad en función del carao concreto
a ocupar y varían los criterios en función del número de co\eaiados
adscritos a cada coleaio. Sin embaJKo, la alepción no puede
acoaene. Como dijo la STC 23/191f4.. de 20 de febrero, que
examinó el mismo art. 74 del Estatuto veneral de la AboluIcla (si
bien en aquel caso en relación con la condición exiaida a los
candidatos de ser residentes en el luaar sede del co1esio), para
determinar si tal violación se ha producido, hay que partir de la
doctrina sentada por el Tribunal, en relación con el principio de
ifualdad ante la ley. Esta doctrina se6aIa que el art. 14 sólo se viola
SI la desifualdad 'lue una norma introduce está desprovista de una
justifiCllClón objeuva y razonable, en relación con la finolidad y
efectos de la medida considerada, debiendo darse una relación
razonable de proporcionalidad entre los medios empleados y la
finalidad persesuida. En el. case;> JlreS!Dle, resulta claro que nn existe
violación del principio de i¡ualdad. Para ser Decann del Colel!n no
se requieren requiSItos especialeo y la diferencia que se establece
entre los Diputados primero, seaundo y tercero, el Secretario y los
restantes mIembros de la Junta, en los co\esios con censo de nlás
de doscientos residentes, O entre el Diputado primero y los
restantes miembros de la Junta en lns Coleaios cuyn censo de
residentes no exceda de doscientos, trata de otorpr representación
a diferentes sectores de los coleaios caracterizados por la edad de
sus componentes, que es dato s~n~ para suponer, además de
mayor experiencia de los uuntos cole1liaJes y. en los profesionales
a medida que aumenta, lo que se hace W:tible la posibilidad de
defensa de mtereses en aIfún modo contrapuestos, o, por lo menos,
distintos, de suerte que, SIendo norma favorecedora del pluralismo,
que es finalidad razonable y atendible, el principio de i¡ualdad
examinado no puede considerarse como vulnerado.

A la razón antedicha, suficiente por si misma para rechazar, en
este punto, el recurso, ha de aiIadirse, de nuevo, la consideración
de que la impugnación de la norma que se hace es de carácter
abstracto y sin referencia a concretas lesiones de derecbos concre­
tos, pues a travñ del recurso no puede llepr a saberse qué _
son aquellos que los recurrentes se han visto impedidos de ocupar.

5. Atacan los recurrentes el apartado al del art. 113 del
Estatuto General de la Abopcfa, por considerai' que dicho precepto
viola el derecho de asociación, reconocido en el art. 22 de' la
Constitución y el derecho de libre sindicacióll que reconoce el
apartado l.. del art. 28 del propio texto COnstituCIOnal En punto
a la primera parte de la denuncia -infracción de posible libertad de
asociación- debemos coincidir con lo que señaló la Sentencia de la
Sala Tercera del Tribunal Supremo, de 7 de junio de 1983, cuando
observó que 1::'3~: este precepto sanciona son las actividades
asociativu lle a cabo por los colegiados in~os en el
Colegio de Abogados, cuando tienen por finalidad mterferir los
fines y funciones atribuidos exclusivamente a dichos colegios,
perturbándolos o creando corporaciones paralelas que tenpn los
mismos fines y funciones. Se trata. par coDsiltuiente. de sancionar

, 7733 Sala Segunda. Recurso de amparo número 585/1986
y acumUlados. Sentencia número 124/1987, de 15 de
julio.

La Sala Se¡unda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria lleKué Cantón, Presidenta; don Angel Latorre Segura,
don Fernando Garcia-Mon y González-RegueraI, don carlos de la
Vep Benayas, don Jesús Leguina Villa Y don Luis López Guerra,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso núm. 585/1986 -y acumulados-, promovido por
el Instituto Nacional de la Septridad Social, representado por el
Procurador don Luis Pulgar Arroyo y bajo la dirección del Letrado
don Juan Manuel Sauri ManzanO

il
contra Auto del Tribunal Central

de Trabl\io de 22 de abril de 19 6. Ha comparecido el Ministerio
Fiscal, así como las partes que después se reseñarán en cada recurso
acumulado, y ha sido Ponente el Magistrado don Carlos de la Vep
Benayas, qwen expresa el parecer dio la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. Don Luis Pulgar Arroyo, Procurador de loo Tribunales, en
nombre y representación del Instituto Nacional de la Septridad
Social, interpone recurso de amparo, por escrito registrado en este
Tribunal el dia 31 de mayo de 1986, con el núm. 585/1986. El
recurso se dirillO contra el Auto del Tribunal Central de Trabl\io de

sólo la perturbación o el entorpecUñiento del funciónamiento del
ColeJio, lo q11O' en modo aJauno impide y limita el derecho de
lISOCIaCión de los coleliadns.

Tampoco puede encontrarse, en el precepto estatutario que se
examina una violación del derecho de libertad sindical. A la vista
de los ano. 28 y 36 de la Constitución, la coleaiación para quienes
ejen::en profesiones tituladu. no impide que puedan sindicarse,
participando en la fundación de 01J&l!izaciones sindicales o afilián·
dose a1u ya existentes, sin petjuiClO de que, en cuanto titu\adn, sea
miembro de una corporación profesionil.

6. En el recurso se cita como infrinlido el derecho a la tutela
judicial efectiva reconocido en el art. 24 de la Constitución, aunque
esta ale¡ación no haya recibido en el recurso un ulterior desarrollo.
AJaunu IOmeru consideraciones son suficientes para rechazarla.
Ante todo, hay que observar que el recurso no se diri¡e contra la
Sentencia de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, sino contra el
Real Decreto que aprobó el Estatuto General de la Abopcfa, esto
es, el recurso de amparo se funda en el art. 43 y no en el 44 de la
Ley OrgAnica de este Tribunal. Es claro, por consiJuiente, que no
puede existir una violación del derecho a la tutela Judicial efectiva
referido a un acto de la Administración o norma reglamentaria,
fuera del caso en que (lo que aquí no se produce) en virtud de tal
norma quedaraim~u obstaculizado el derecho de acceso a los
tribunales de justicia. La a1eDción tampoco es acosible si se
quisiera entender, nlás aIlA de Iá dicción literal del recurso, que en
él se acumulan dosam~ uno fundado en el art. 43 Yel otro en
el 44 de la Ley Or¡ánica del Tribunal. La única objeCIón que los
recurrentes oponen -fuera de su natural discrepancia con ella- a la
Sentencia del Tribunal Supremo es que no entró a considerar los
motivos de fondo de~ de las IIDPusnaciones, por entender
que concorria una «CWlSl cosa juzsada», expresión ésta carente de
sentido técnico, en la cual el Tribunal Supremo lo único que hace,
I~timamente, es razonar la d....timación por remisión a los
nusmos fundamentos de aI¡unas de sus antenores sentenciu.

FALLO

En virtud de todo lo expuesto... el Tribunal Constitucional, POR
LA AUTORIDAD QUG, LE CuNFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPANOLA

Ha dedicido:

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estad""

Dada en Madrid, a quince de julio de mil novecientos ochenta
y siete.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio Uo­
rente.-Luis Dfez·Picuo y Ponce de León.-Antonio Truyol
Serra.-Eu~nio DIaz EimiL-Mi¡uel RodrIguez-Piñero y Bravo­
Ferrer.-Firmados y rubricados.

22 de abril de-1986, por entender que vulnera el art. 24 e.E. con
los fundamentos de hecho y de Derecho que a continuación se
relacionan.

2. El INSS fue condenado por la Magistratura de Trabl\io de
Cádiz a abonar pensión de viudedad del SOVI a doña Maria
Dolores Pé= Guzmán; en la Sentencia se le advertia de que contra
ella procedis recurso de suplicación.

Interpuesto el recurso admitido por la Magistrat'!'"! el TCT
dicta el Auto hoy impupado, teniendo al INSS por desIstido del
recurso, se¡ún afirma el recurrenle,JlOr baber adjuntado el certifi·
cado a ~ue se refiere el art. ISO LPL, fi¡urandn en él la expresión
.... iniCIa el trámite» del pa¡o de la pensión, y DO constar que se
hubiera iniciado efectivamente el PlIJO.

3. Por providencia de 11 de junIo de 1986, la Sección Cuarta
de este Tribunal acuerda tener por interpuesto recurso de aml"'ro,
y por personado y parte, en nombre y representación del Instlluto
Nacional de la Septridad Socia\, al Procurador de los Tribunales
señor Pulgar Arroyo,. acordando conceder a la parte Yal Ministerio
Fiscal un plazo de aiez dIas para que efectúen las alepciones que
consideren convenientes en orden a la posible existencia de los
si¡uientes motivos de inadmisión: No aponar copia de la resolu·
ción recurrida [art. SO.I h)] y no acreditar la fecha de notificación
del Auto hoy impupado, a los efectos previstos en el art. SO.! a)
de la WTC. Por escrito de 1S de junio de 1986, la parte aporta
copia del Auto de 22 de abril de 1986 del TCT 'J de la cédula de
notificación, que lleva fecha de 6 de mayo de 1986. Por su parte,
el Ministerio Fiscal evacua el trámite por escrito de fecha 25 de
junio de 1986, en que se opone a la admisión de la demanda, po­
entender que en ella concurren los motivos de inadmisión pueste
de manifiesto en la anterior providencia de este Tribunal
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la Sección acuerda tener por recibidos los escritos de la pane
y del Ministerio Fiscal en providencia de fecha 2 de julio de 1986.
en la que, al mismo tiempo, y para antes de resolver sobre la
admisibilidad de la demanda... requiere a la Magistratura de
Trabaio y al Tn1>unal Central de Trabajo para que en el plazo de
diez dias remitan las actuaciones de las que trae causa el presente
recurso de amparo.

4. El INSS entiende que ha sido violado su derecho a la tutela
judicial efectiva porque .. le ha tenido por desistido como
consecuencia de una interpretación estrictamente literal de la
exp,:"sión «Se iJ?icia el trámite. del paJO .que fi¡uraba en el
certificado. Sosuene la Enudad que sena mexacto acompañar
certificado de comienzo del PBllo cuando la mecanización del
abono de las pensiones lo retrasa, de suerte que s610 es posible
~tizar que se inicia la mecanización de la pensión. Ello aparte,
entiende que es buena prueba de lo q~~ afirma el que entre la
Sentencia de la Magistratura y la del TCI' bayan transcurrido más
de tres años sin queja alguna de la pensionista.

En atención a lo expuesto, se soheta de este Tribunal que diete
Sentencia en la que. otorxándo.. el amparo pedido, .. anule el
Auto recurrido y .. declare 5U derecho a que el recurso de
suplicación sea resuelto mediante Sentencia.

5. Por P."0videncia de 8 de octubre de 1986, la Sección Cuana
de este Tnbunal Constitucional acuerda admitir a trámite la
demanda de amparo formulada por e! Instituto Nacional de la
Seguridad Social. Al mismo tiempo. .. tieDe por recibidas las
actuaciones remitidas por el Tribunal Central de Trabaio y la
Magistratura de Trabaio núm. 1 de Cádiz, intereslindn.. af propio
tiempo que .. emplaoe a quienes fueron parte en las mencionadas
actuaciones, con excepción del recurrente, para que puedán campa·
~r en este proceso constitucional.

6. El mismo INSS promovió ante este Tribunal Constitucio­
nal los siguientes recursos:

a) Recurso núm. 609/1986. pre_lado por el Procurador don
Julio Padr6n Atienza, con fecba 6 dejunio de 1986, contra el Auto
del Tribunal Central de Trabajo de 21 de abril de 1986, que tiene
por desistida a la entidad que repre5Cnta del recurso de suplicación
tnterpuesto contra la Sentencia dietada por la Magistratura de
Trabajo núm. 2 de Cádiz de 26 de marzo de 1982, en autos
promovidos por doña Maria Josefa Jimtoez Rodrl¡uez contra el
mencionado Instituto, en reclamación por jubilación. Admitido a
tnlmite el 2 de octubre de 1986 por la Sección Cuana.

b) Recurso núm. 612/1986, presentado en 6 de junio de 1986
por el Procurador don Ramiro Reynolds de Miguel, contra Auto
del Tribunal Central de Trabaio de 22 de abril de 1986 por d que
.. tiene por desistida a la entidad que representa del recurso de
suplicación interpuesto contra Sentencia de la Magistratura de
Trabaio núm. I de Cádiz de 12 de julio de 1982, dietada en autos
promovidos por don Miguel Garcia Ruiz contra el mencionado
Instituto, en reclamación de pensión de~bilación. Admitido a
trámite en 29 de octubre de 1986 por la .ón Primera.

c) Recurso núm. 625/1986.~nladoen 9 de junio de 1986
por el Procurador don Luis PuJ¡ar Arroyo. contra Auto del
Tribunal Central de Tra1lllio de 21 de abril de 1986, por e! que ..
tiene por desistida a la entidad que repre5Cnta del recurso de
suplicación interpuesto contra la Sentencia dietada por la Magistra­
tura de Trabaio núm. I de Cádiz en 6 de julio de 1982, en autos
promovidos por don Juan José Pine NAtera contra el citado
Instituto, en reclamación sobre pensión de jubilación. Admitido a
trámite el 8 de octubre de 1986 pOr la Secci6n Cuarta.

d) Recurso núm. 626/1986. Pre5CDtadO en tOde junio de 1986
por el Procurador don Adolfo Morales Vilanova, sustituido a su
fallecimiento por don Eduardo Morales Price, contra Auto del
Tribunal Central de Trabaio de 21 de abril de 1986, por el que ..
tiene por desistida a la entidad que repre..nta ocl recurso de
suplicación interpuesto contra la Sentencia dietada por la Maaistra­
tura de Trabaio núm. I de Cádiz de 14 de junio de 1982. en autos
promovidos por don Enrique Fernández Socnz contra dicho
Instituto, en reclamación sobre clasificación profesional. Admitido
a tnlmite en 15 de octubre de 1986 por la Sección Segunda.

e) Recurso núm. 627/1986. pre5Cntado por e! Procurador don
Eduardo Morales Price ellO de ,'unio de 1986 contra Auto del
Tribunal Central de Trabaio de 2 de abril de 1986 por e! que ..
tiene por desistida a la entidad que repre..nta del recurso de

.suplicación Interpuesto contra la Sentencia dietada por la Ma&istra­
tura de Trabaio núm. 1 de Cádiz de 15 de ~tiembre de 19B2, en
autos promovidos por don Enrique Cana Ojeda contra el citado
Instituto. en reclamación sobre pensión de jubilación. Admitido a
trámite el 24 de 5CPtiembre de 1986 por la Sección Cuana.

1) Recurso núm. 740/1986, pre5Cntado por e! Procurador don
CarIos de Zulueta Cebrián el 3 de julio de 1986 contra e! Auto del
Tribunal Central de Trabaio de 20 de mayo de 1986 por el que se
tiene por desistida a la entidad que representa del recurso de
suplicación interpuesto contra la Sentencia dictada por la Magistra­
tura de Trabaio núm. I de Cádiz de 12 de julio de 1982, en autos

promovidos por don José Ocaña Fernández, en reclamación sobre
pensión de jubilación. Admitido a tnlmite el 8 de octubre de 1986
por la Sección Tercera. .

g) Recurso núm. 741/1986, presentado por el Procurador don
José Granados Weilel 3 de julio de 1986 contra Auto del Tribunal
Central de Trabajo de 20 de mayo de 1986 por el que se tiene pOr
desistida a la entidad que repre..nta de! recurso de suplicacIón
interpuesto contra la Sentencia dietada por la Maaistratura de
Trabaio núm. 1 de eAdiz de 12 de J'uIiO de 191f2, en autos
promovidos por don Pablo Manso Ron ón contra el mencionado
Instituto, sobre pensión de jubilación. Admitido a trámite el g de
octubre de 1986 por la Sección Segunda.

h) Recurso núm. 793/1986, pre5CDtado por el Procurador don
Julio Padrón Atienza el 11 de julio de 1986 contra Auto del
Tribunal Central de Trabaio de 3 de julio de 1986 por el que se
tiene por desistida a la entidad que representa del recurso de
suplicación interpuesto contra la Sentencia dietada por la Ma&istra­
tura de Trabajo de Jerez de la Frontera de 25 de junio de 1982, en
autos promovidos por doña Francisca López Miró, en reclamación
sobre diferencias de pensión. Admitido a tnlmite el 8 de octubre de
1986 por la Sección Segunda.

7, En la providencia de 8 de octubre de 1986. dietada por la
Sección Cuarta en d recurso de aml"'J'O núm. 585/1986. se acordó
que pudiendo tener este recurso objeto conexo con los del mismo
0110 números 626. 741 Y793, seguidos ante la Sala Primera de este
Tribunal, y 609, 625, 627 Y 740. seguidos ante esta Sala, por el
contenido de sus JlI'C!CDsiones y actos recurridos que ¡ustifiquen la
unidad de tralDltación y decisión, y de conformIdad con lo
prevenido en el art. 83 de la Ley OrgAnica del Tribunal Constitucio­
nal (WTC), conceder un plszo común de cinco dial al Ministerio
Fiscal y al solicitante de amparo de dichos recursos para que dentro
de dicho ~rmino alegaran lo que estimaren pertinente a efectos de
una posible acumulación de los mismos, poniéndolo en conoci­
miento por la Sala Primera de este Tribunal.

El Ministerio Fiscal, en dicho tr6mite, alegó que, al existir la
conexidad objetiva necesaria para eno era procedente la acumula­
ción conforme al arto 8~ de la WTC, y que el tnlmite de
acumulación debla abrir5C tambitn, con respecto al 612/1986 de la
Sala Prim..... lo qúe se hiio por providencia de la Secci6n de 22
de octubre siguiente. El Instituto Nacional de la Seguridad Social
manifestó la conformidad a la acumulación de los recursos que en
las anteriores providencias se citan y, lo mismo hizo el MiI11Sterio
Fiscal en relación al recurso 612/1986 al que se ampli6 el tnlmite
de acumulación. Los ocho recursos de aml"'J'O interpuestos por el
Instituto Nacional de la Seauridad Social lIDpusnan _dos autos
del Tribunal Central de 1"rabaio que tienen por desistida a la
entidad recurrente de los recursos de suplicación interpuestos por
no haberse cumplido exactamente el requisito de pre5Cntación del
certificad~ JlfCSCI'ito en el art. ISO de la Ley de Procedimiento
Laboral (LPL). al baoer constar en ~l la expresión «Se inicia el
trámite» en lupr de comienza e! abono de prestacióll» como
literalmente prescribe la norma, invocándOiC en todos los recursos
ahora acumulados la IiIlta de tutela judicial efectiva producida por
un excesivo ri¡or formalista que se denuncia.

8. Por Auto de 19 de noviembre de 1986, la Sala Segunda
acuerda la acumulación de los recursos citados al núm. 585/1986,
para su decisión col\iunta.

9. Por providencia de 19 de noviembre de 1986, la Sección
Cuana acuerda tener por recibidos 101 escritos de los Procuradores
seflores Montes Agustl y Ferrer Recuero. a quienes se tienen por
personados y parte en nombre y repre5Cntaetón, respectivamente,
de don Antonio Ferra Martln y doña Maria JOiCfa Jimtnez
Rodri¡uez. Igualmente .. tiene por recibido el escrito pre5Cntado
por doña Carinen Cobes Pá'ez, y antes de acoeder al nombramiento
de Procurador y Abopdo del turno de oficio, se requiere acredite
su condición de heredera única de don José Ocaña Fernández.

10. Por nueva providencia de 21 de enero de 1987. la Sección
acuerda tener por recibido e! escrito del Procurador señor Pulgar
Arroyo, personándose en nombre y repre5CDtación del INSS, en
todos los recursos acumu1ado5 al pre5Cnte, tenitodosele por perso­
nado y Jl8fle en los mismos, dejAndose sin efecto las desllD8ciones
efectuadas en dichos recursos ele los Procuradores señores Padrón
Atienza, ReyJiolds de Miguel, Morales Price. ZnIueta CebriAn y
Oranados WeiI. Dejar sin efecto la desi¡nación de la Procuradora
seflora Montes Agusti que comporeció en nombre de don Antonio
Ferra MartIn, al no aparecer como parte el mismo en nillJ!U'o de
los recursos acumulados. Y finalmente. tener por recibIdos los
escritos de don Enrique Cana Ojeda Ydoña Carmen Cobes Pérez,
Iibnlndose los corre5pondientes de5pachos para la desi¡naci6n del
turno de oficio de Procurador y Letrado que les repre5Cnten y
defiendan respectivamente.

11. En providencia de 11 de febrero de 1987. la Sección
acuerda tener por desi¡nados del tumo de oficio a la Procuradora
..ñora Arnaiz Sauz. para la repre5Cntación de don Enrique Cana
Ojeda. y a los Letrados don Mariano Rodea Dutragueño y doña
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Maria Jesús Rodri¡o Gonzále:z, en primero y sesundo lusar, para
la defensa del mismo. Tener igualmente por deSlgJlados del tumo
de oficio a la Procuradora señora Garcia Femánde:z para la
representación de doña Carmen Cobes Pérez'J a los Letrados doña
Maria Jesús Rodriao Gonzále:z y don Jesús Rodriao Salmerón, en
primer y squndo fusar, para la defensa de la citada. Y a tenor de
lo disl'uesto en el art. S2 de la LOTe, se con~.::lclazo comúD
de vemte ellas al Ministerio f'ucaJ y a los ores señores
Pulsar Arroyo, Ferrer Recuero, Garcia Fern4nde:z YAmaiz Sauz, en
las rel'resentaciones que 0S1CDlaD, para que, con vista de las
actuacIones, al_co:,~~ue estimen pertinente.

12. El Fiscal, . ra procedente 0ll>!IU el amparo solici-
tado y al efecto al... gue el art. 180 de la LPL, al establecer, para
poder recurrir en sul'licación, la obli¡ación de ingresar el capital
Importe de la presllW1ón dec1arada en el tallo... o, en el caso de que
la condenada fuere la entidad J.CStora, la certificación de que
comienza el abono de la prestación, pretende el legislador evitar
recursos dilatorios y aseaurar al beneficiario el percibo de la
pensión durante un tiempo de tramitación del recurso, susceptible
de ser Iar¡o.

Los recursos de amparo interpueslOS por el INSS imp~
sendos AulOS del TCT, que tienen por desistida a la enndad
recurrente de los recursos de suplicación interpueslOS por no
haberse cumplido exactamente el requisito de presenllW1ón del
certificado prescrito en el art. 180 de la LPL, al hacer constar en él
la expresión .... inicia el tramite» en lusar de ,",omienza el abono
de la presentació... como literalmente prescribe la norma. Sin
embargo, para el FiscaJ, una lectura completa de la certificación del
Instituto permite afirmar que la voluntad de cumplir estaba
presente, pues no sólo dice que .... inicia el tramite... para el
abono», SIDO que añade que ..... en cump1imiento del fallo de la
Sentencia dietada en el expediente... conUDuándose el abono de la
nueva prestación basta tanto recaip Sentencia en el recurso de
suplicación...». Es decir, que es posible entender que el abono de la
prestación durante la tramitación del recurso no queda condicio­
nado ni sllÍeto a incertidumbre, sino que, por el contrario, aparece
claro que el abono de la prestación se va a producir, si bien cuando
los tramites o mecanismos habiUta1es se hayan realizado. Esta
interpretación, a su juicio, resulta más adecuada al principio pro
""Iiono y al esplritu que informa el art. 24.1 de la ConstituC1Ón, sin
que con ella pade:zcan los fines perseauidos por el párrafo último
del arto 180 de la LPL. la certificación pudo. y quizá debió,
expresar mejor el requisito que establece el art. 180, párrafo último,
de la LPL, pero sus términos, por inadecuados, no impedian el
entendimiento de la verdadera voluntad que guardaban, es decir, el
cumplimiento de la voluntad del Iegislador. De abí que el rechazo
de la certificación pueda constituir una interpretación excesiva­
mente ri¡orista y formalista de la Ley, y, en consecuencia, lesiona
el derecho del art. 24.1 de la c.E.

13. Don Luis Pu1Iar Arroyo, Procuradnr de los Tribunales y
del Instituto Nacional de la Seauridad Social. ratifica su demanda
y añade que si el sentido y tinalid del~, art. 180 LPL. es el
de que el INSS prantice que el benefiClario va a percibir la
prestación durante la tramitación del recurso, esta prantia se
cumple también con la expresión consi¡nada; entender lo contrario
seria aceptar una sacralización del formalismo y de las fórmulas
rituales incompatible,. no ya sólo con los preceptos constitucionales,
sino con la propia lepJidad ordinaria (véase la exposición de
motivos de la Ley Orpnica del Poder Judicial). .

A esto añade que es preciso bacer constar que las SentenClas de
Magistratura se prodl\leron y los recursos de suplicación se
formalizaron a mediados de 1982, en aenera\. Que los AulOS del
Tribunal Central de Trabl\io se producen en el año 1986, y que en
los mú de tres años transcurridos no se produce ni una sola
reclamación de los recurridos solicitando la ejecución provisional
de la Sentencia, señal inequívoca de que segulan percibiendo
re¡ularmente la prestación la este respecto, conviene hacer una
precisión: de los nueve recurridos, sólo dos indican en su escrito de
Impugnación que todaVÍa no bao empe:zado a percibir la presta­
ción: los certificados Uc~ban en ambos casos fecbas de 23 de julio
de 1983 Y3 de agosto de 1982, y las imp\llDllciones se realizan en
3 de septiembre de 1982 Y 12 de septiembre de 1982, estando por
medio el mes de vacaciones, lo que ilustra sobre los peligros de
certificar lo que se sabe que no se va a cumplir, que se obviaban
con la liase adoptada de que .... inicia el trámite»; en ambos casos
no hubo reclamaciones posteriores, lo que implica que se cobró la
prestaciÓD).

Teniendo en cuenta estos datos parece que el Tribunal Central
de Trabl\io, antes de tomar una decisión que implicaba, o podrIa
implicar, la vulneración de un derecho fundamental, debió arbitrar
los medios necesarios para comprobar si efectivamente se había
producido la infracción del precepto, finalisticamente entendido,
en ve:z de limitarse, con una interpretación literalista y mecánica de
la norma, a adoptar la sanción mú grave posible, como es el tener
por desistido al recurrente.

14. Doña Carmen Amaiz Sanz, Procuradora de los Tribuna­
les, en nombre y representación de don Enrique Cana Oje<1a, al...
en primer lusar, que no se dan en el caso los requisitos procesaJes
que se señalan en el art. 44 <le la LOTC, concretamente en su
apartado 1 a). Que se hayan ..otado todos los recursos utilizables
dentro de la VÍa judicial. En efecto, en fecha 21 de abril de 1986,
la SaJa Cuarta del Tribunal Central de Trabl\io dieta Auto por el
que se tiene por desistido al Instituto Nacional de. la Sefuridad
SociaJ del recurso interpuesto por el mismo contra Senteneta de la
Magistratura de Trabl\io núm. I de CAdiz, Ycontra dicho Auto cabe
recurso de suplicación, prActica esta admitida por la moyorla de la
doctrina así como por nuestros TribunaJes laborales. Recurso este
que no se ha interpUCSlO en el caso que nos OCUpa por lo que al
exigir el arto 44.1 a) de la LOTC, como requisito imprescindible
para la admisión haber aaotado todos los recursos utilizables
dentro de la VÍa judicial, y no cumpliéndose con tal requisito en el
presente caso, sólo cabe, de acuerdo con el citado art. 44.1 a), en
relación con el SO de la LOTC, la inadmisibi1idad del recurso de
amparo.

En cuanto al fondo, entiende esta parte que el bocho de tener
por desistido al INSS, al no reunir su recurso de suplicación un
requisito formal, no produce al mismo indefensión y lesiona su
derecho a la tutela, ya que el derecho constitucional del arto 24.1 no
quiere decir que se tenp un derecho a un proceso que termine a
toda costa con una Sentencia sobre el fondo del asunto planteado,
como parece ser la pretensión del INSS, sino '1ue ello dependeni de
la concurrencia de ciertos presupuestos y reqUlsitos procesaJes, que
se tendnin ~pTplir obl~toriamente por las partes por ser
nonnas de o' cumplimiento, si quieren que los Tribunales
entren a conocer del fondo del asunto; ya que, en caso contrario,
es decir, cuando no se den estos requisitos (como en el caso que DOS
OCUpa en que el INSS pretende se diete una resolución sobre el
fondo del asunto cuando ha incumplido uno de los requisitos
procesa\es), su acción se ..otani en una decisiónd'udicial que no
entra a conocer el fondo del asunto sin que por e o se vulnere el
derecho constitucional del arto 24.1. Por tanto, en el caso concreto
que nos ocupa, no hay violación del arto 24.1, puesto que la tutela
jurisdiccional resulta oto~ plenamente, ya que el Tribunal
aprecia que falta un requiSito procesal, como es la certificación a
que se contrae el último pArrafo del art. 180 de la LPL, que impide
al Tribunal conocer del fondo del asunto.

1S. Doña Ana Maria Garcia FernAndez, Procuradora de los
Tribunales, nombrada en tumo de oficio para la representación de
doña Carmen Cobes Pérez, solicita la denegación del amparo y
alosa que, según doclrina del Tribunal Constitucional, el rechazo de
un recurso por incumplimiento de un presupuesto procesal necesa­
rio para conocer del fondo del proceso, no hay vulneración de los
derechos reconocidos en el art. 24.1 de la Constitución. Añade que
el art. 180 de la LPL establece como requisito que haya comenzado
el abono de la prestación, no el compromiso de comenzar el abono,
y que el compromiso de prose¡uir su abono durante la tramitación
del recurso sigue operando como condición procesal para el
mantenimiento del rec~ pues si se inició el abono de la
prestación y se interrumpe el mismo antes de la resolución del
recurso, la alegación de la interrupción del abono darí. lusar a tener
por desistido al recurrente.

16. Por parte del Procurador señor Ferrer Recuero, no se ha
presentado escrito aJsuno de alegaciones.

17. Por providencia de 8 de julio de 1987 se señaló para
deliberación y votación del recurso el día 1S de los mismos mes
Y año.

n. FUNDAMENTOS JURJDICOS

1. En las demandas acumuladas, que ya constituyen un todo
a los efectos de una comúD resolución, se estima que por el Ter
se ha infringido el art. 24.1 de la C.E., relativo a la tutela judicial
efectiva de los Jueces y Tribunales, y dado que el derecho a esta
tutela se confi4ura no sólo como un derecho de acceso al proceso
de instancia, SIDO a los recursos que las leyes establecen, el INSS
tenia derecho a poder recurrir en suplicación las Sentencias de
Magistratura, tal como especifica la Ley Procesal laboral.

En efecto: Esta Ley impone al recurrente que intente hacerlo en
suplicación la carga de efectuar el depósito de la cantidad objeto de
la condena (art. 154) y la consignación de 2.SOO pesetas (art. 181),
depÓsito y consignación que la entidad aquí recurrente en amparo,
ellNSS, eslli exento de cumplir por IIOzar del beneficio de justicia
~ta, en virtud del art. 38 de la Ley General de la Se¡uridad

Pero existe una peculiaridad cuando se trate de Sentencias que,
en materia de Se¡uridad Social, reconozcan al beneficiario el
derecho a la percepción de pensiones o subsidios, supueslOS en los
que el depÓSIto de la cantidad objeto de condena se sustituye con
el insreso en la entidad sestora, o servicio común correspondientf
del capital importe de la prestación declarada en el tallo con el fi
de abonarla a los beneficiarios durante la sustanciación d,;1 recurs­
Mas si la condenada es la propia entidad gestora, ésta queda exen
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de tal ingreso. pero deberá presentar ante la Maaistratura de
Trab'lio certificación aeredital1va de que oomienza efabono de la
l""stación y lo prosq¡uirá durante la tramitación del =uno
(articulo 180).

En todos los procesos de los que traen causa los =unos
acumulados. el INSS. al inteJponer el recurso de suplicación.
presentó el certificado prescrito le¡¡almente. pero oon la particulari­
dad de que. en lugar de oonstatar en él la expresión «comienza el
abono de la prestación». se indicaba que .... inicia el trámite» para
dicho abono. razón por la cual la Sala Cuarta del TCT entiende que
no se cumplen los requisitos expresamente exi¡idos por la norma
¡«comenzar el abono». no iniciar el trámite) y. en su virtud, dicta
os oorrespondientes Autos. ya reseñados, teniendo por desistida

del recurso de suplicación a la entidad hoy recurrente en amparo.
Para mayor claridad, no obstante. conviene transcribir el texto de
las certificaciones que el INSS unfa a sus recursos ante el TCT:
«que por este Instituto se inicia con esta fecha el trámite para el
abono de la pensión (de viudedad o de jubilación, según el caso)
expediente sesuido a favor de•.•• en cumplimiento del fallo de la
Sentencia dictada en.... continuándose el abono de la nueva
prestación hasta tanto recaip Sentencia en el =uno de suplica·
ción tramitado. de oonformidad oon lo previsto en el ar\. 180 de la
vi¡ente Ley de Procedimiento Laboral».

Ea Claro -y también conviene a6adido- que la finalidad del
citado arto 180 LPL es la de que el beneficiario. que tiene por
Sentencia judicial reconocido un derecho de contenido económtoo.
no quede desasistido durante la tramitación del recurso. a veces
excesivamente 1ar¡a, cumplitndose esa finalidad con e! abono.
pendiente el =uno o proceso. de la pensión o subsidio que fue
reconocida por la Maaistratura de Trabl\io. De ahl que se exija. no
sólo el compromiso de comenzar e! abono. sino el de proseguirlo
durante aquel lapso de tiempo procesal.

2. Antes de entrar en la decisión sobre e! fondo del recurso es
preciso hacerlo sobre la objeción procesal que una de las partes
recurridas hace respecto al incumplimiento por la entidad recu·
ITente del requisito previsto en e! ar\. 44.1 a) de la WTC, es decir.
el relativo a la necesidad de ..otar todos los recursos utilizables
dentro de la vía judicial antes de inteJponer el amparo. por ser esta
una vía subsidiaria. Se alude a que se PUdo y se debió utilizar el
recurso de súplica contra los Autos efel TCT que tuvieron por
desistido de la suplicación a la entidad recurrente.

Cierto es que no oonsta en las demandas y actuaciones
acumuladas que se hubiera interpuesto el aludido recurso de
súplica oontra los Autos oorrespondientes y que la doctrina y la
jurisprudencia laboral admiten que eso sea posible. acudiendo a la
aplicación supletoria del ar\. 402 de la Ley de El\iuiciamiento Civil.
que autoriza la Disposición adicional de la LPL. Pero el que eso sea
posible no quiere decir que sea en todo caso exi¡ible. precisamente
por tratarse de un =uno no ~sto en Deri:cho laboraL Y es
Justamente esa posibilidad, II8Clda de una interpretación doctrinal
y judicial, expuesta, por ende. a olra de sipo contrario. lo que
concede aqul un superior interes al deber lepl (ar\. 93 de la LPL)
de mencionar en las Sentencias los recursos que contra eDa caben,
independientemente de su eficacia o vinculación repeclo del
derecho de la parte. ~ que en todo caso i1uslrarán al interesado y
justificarla de modo ",dudable que la omisión del recurso pudiera
considerarse como falta de ..otamiento de la vía judicial previa,
puesto que pudo razonablemente inteJponerse. También es posible.
por otra parte. que la ausencia de esa mención en la resolución
Judicial no impida el posible recurso. Pero es. asimismo. factible
que junto a esa carenCIa exista un dato o elemento que otor¡ue al
lupuestO una peculiaridad digna de trato o oonsideración divenl8,
tal que el órgano judicial ha¡a expresa declaración de la firmeza de
la resolución cuestionada, oomo fue aqul el caso en el que el TCT.
tras hacerlo. mandó devolver las actuaciones a Ma¡istratura,
induciendo &si a la parte a la convicción de IU irrecurribilidad.
Fuera o no acertada aqueDa decisión judicial/lo evidente es,que en
ese caso no puede reprocharse a la parte l1IICtividad O falta de
diligencia procesal constitutiva del incumplimiento de un ':"'I.uisito
(..otar la vía judicial) necesario para abrir la vía subsidiaria del
amparo. ni. por consiaulente tamPOCO exi¡irle que. pese a la
declaración de firmeza, form;;¡';:¡; e! recurso de súplica. Hay que
rechazar. pues. esta excepción y decidir sobre el fondo.

3. Se ha expuesto antes que e! TCT en los respectivos Autos
ahora impugnados como lesivos. entendió que las oertificaciones

. que aportó el INSS no acreditaban suficientemente la voluntad de!
Instituto de cumplir la obli¡ación que le impone el ai1. 180 de la
LPL, es decir, la acreditación de comenzar e! abono de las
prestaciones y la de IU prosecución pendiente e! I.'fOC"so.

En principio hay que afirmar Que esta exiaencta no cboca ocn
la ConstituCIón ni con la reiterada doctrina de este Tribunal.
relativa a la potestad del J"; s1ador de establecer e! sistema de
recursos, que sólo chocarlan con aquéDa si las leyes establecieran
requisitos q~~¡f¡licaran obstáculos excesivos, producto de un
innecessrio fo smo. incompatibles oon el derecho a la justicia.

o que no aparecieran como justificados o proporcionados a las
finalidades que persiguen (STC 3/1983. de 25 de enero). En los
casos aquí estudiados no ocurre así. Se ha indicado cuál es la
finalidad del arto 180 LPL: Evitar que al trabl\iador beneficiario de
prestaciones le peJjudique el ejercicio por la entidad gestora de su
derecho al recurso. &si como la de impedir tácticas dilatorias
lIfIvnsas para aquél. Se trata, pues, de una exigencia licita, no
meramente formal, oompatible con el espíritu de la Constitución.
y tambi~n, ocioso es decirlo, lícita la consecuencia que de su
existencia se deriva, no otra que la de la posibilidad por parte de
los Tribunales de velar pur la observancia y el cumplimiento del
requisito lepI. mediante su interpretación y aplicación, que en
exclusiva les atribuye la norma luprema (art. 117.3). incluso
cerrando la vía del =uno cuando el presupuesto legal se incumple
de modo flaJn!nte o por la ooncurrencia de una causa razonable­
mente apreciada.

La cuestión, pues, reside en determinar si existe o no una causa
~~:,cativa del rechazo del recurso. oompatibe o no oon la

.dad del requisito. O en otras palabras: Si el acuerdo judicial
adoptado es o no proporcional a las dificultades observadas en el
cumplimiento del requisito procesal en cuestión; si el mcumpli·
miento que se le atribuye al lNSS es lo suficientemente grave para
justificar la a su vez lIfIve consecuencia que e! TCT ha inferido de
la interpretación literal de la certificación que la Ley exi¡e para
viabi1izar el =uno. y li esa intervención, que es lo más impor­
tante. ha incidido en el derecho oonstitucional a la tutela judicial
efectiva.

4. En punto a los efectos del incumplimiento de requisitos
formales en los procesos este Tribunal ha sostenido que la sanción
del incumplimiento ha de ser proporcionada a la gravedad del
mismo. Puesto que las exi¡encias de forma tienen sentido. no por
sf mismas. sino en atención a la finalidad que con eUas se pretende
consq¡uir. es claro que. cuando aJguna de eDas no es observada, la
sanción no puede ser la misma cualquiera que sea el Fado de
incumplimiento. sino que habrá de determinarse procediendo ...
una justa adecuación de las consecuencias jurídicas oon la entidad
real del derecho mismo. medida en funCIón de la quiebra de la
finalidad última que el requisito formal pretendia servir» (STC
36/1986, de 12 de marzo, fundamento jurídioo 2."). Esta labor de
adecuaCIón proporcional entre defecto y sanción, que ha de ser
reaJizada en todo caso por el Juzpdor. debe ser desenvuelta de
forma aún más escrupulosa cuando la eventual sanción que ha de
imponerse es el cierre mismo de la vfa de recurso, JK>TQue entonces
se obsta de manera definitiva e insanable el ejerciCIO de un derecho
fundamental. Con palabras de la STC 60/1985. de 6 de mayo.
fundamento jurídico 3.°. el ejercicio del derecho a acceder a un
recurso leplmente previsto. no puede obstaculizarse tampoco
«aplicando reg!as=.sei linarias de los requisitos y formalidades de
las secuencias es en sentido que, aunque puedan aparecer
acomodados tenor literal del texto en que se encierra la norma,
IOn contrarios al espíritu y a la finsUdad de este».

En los casos aqul planteados el INSS ha cumplido con la
exiaencia del ar\. 180 de la LPL, bien que con la aportación de un
texto que ha provocado las dudas del TCT sobre su correcto y
eficaz cumplimiento. puesto que no se compromete el INSS al
«&OOno», SIno a «iniciar el trámite» para el mumo, es decir, de las
pensiones o subsidios. Pero es evidente que son unas dudas o
enteramente justificadas en tanto en cuanto que la ambigliedad del
texto no es tal si se lee en su totalidad. No puede primar. en buena
hermenéutica, la interpretación literal sobre los otros criterios y
menos cuando esa interpretación se extrae de parte del texto y no
del contexto total (nisj lola Iq,e perspecla). Y de ese contexto
resultan elementos que indican -",cluso tambi~n literaJmente- que
la voluntad del INSS es cumplir con la obligación que le impone
e! tan citado ar\. 180. o lo que es lo mismo: El abono de la pensión.
cuando dice «continuándose el abono de la nueva prestacióD hasta
tanto recai¡a Sentencia...». Como se dijo en la STC 36/1986. de 12
4e marzo. la sanción del defecto formal puede reduci¡'se si
colaboran a pa\iar sus consecuencias otros medios oomplementa­
rios que aclaran la voluntad de la norte.

En este sentido. como dato comp'lementario. puede considerarse
la circunstancia del factor tiempu en la decisión adoptada en los
Autos que se impu¡nan, puesto que una cosa es que la duda se la
hubiera planteado el Tribunal en el momento en el que el abono
de las prestaciones debió comenzar (al tiempo de recurrir) en cuyo
caso el riJor estaria justificado. y otra la de adoptar tales medidas
transcumdos más de tres años desde que se elevaron los Autos a
dicho Tribunal. momento en el que bien pudo despejar sus dudas
comprobando la constancia o no de reclamaciones de los beneficia­
rios o pensionistas referidas al percibo de sus prestaciones. que es
la finalidad que la norma persi¡ue y lo que el Tribunal ha de
considerar para su aplicación oorrecta y conaruente con el derecho
de tutela judicial en juego. O bien. puesto que la Ley Procesal
Laboral no I"'rmite a los Tribunales admitir alegaciones y escrito
en ese trámtte (ar\. 160 LPL). al menos interpretar los hechos y
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circunstancias en el sentido más favorable para evitar, excluyendo
una grave sanción, la vulneración de un derecho fundamental.

Tal vulneración, según se desprende de lo expuesto, se ha dado
en todos los casos y recursos acumulados a través de una
interpretación literal favorecedora de una consecuencía fonnalista
y excesiva, desproporcionada y atentatoria de lo dispuesto y
garantizado por el arto 24.1 de la Constitución, en cuanto al hacerlo
asi se ha pnvado a la recllt't'ente de la posibilidad de recurrir.

Se impone, pues, la estimación de los recunas de amparo aquí
acumulados. .

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional POR
IA AUTORIDAD OUI;. LE CONFIERE IA CONSTITUCION
DE IA NACION ESPANOIA,

Ha decidido:

Otorgar el amparo solicitado por el Instituto Naciooal de la
Seguridad Social, Yen su virtud:

Sala Primera. Recurso de amparo número 58611986.
Sentencia 1IlImm112511987. de 15 de julio.

La Sala Primera del Tribuoal Constitucional, compuesta por
don Francisco Tomás y Valiente, Presidente. don FranCISCO Rubio
Llorente. don Luis Diez-Picaza y Ponce de León, don AntQnio
Truyol Serra, don Eugenio Díaz Eimil Y don Miguel Rodriguez­
Piñero y Bravo-Ferrer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 586/1986 promovido por el
Procurador don Enrique BruaIla de Pinib, en nomlm: y representa­
ción de don Guillermo Moreno Rodríguez, asistido del Letrado
don Manuel Garcia Trevijano Gamica, contra providencia de la
Sección Tercera de lo Contencioso--Administrativo de la Audiencia
Nacional de 10 de febrero de 1986, dictada en incidente de
ejecucióo de Sentencia de la misma Sala, de 4 de diciemlm: de
1984. Han comparecido el Ministerio Fiscal y el Letrado del
Estado, sieodo Ponente el Magistrado don Antonio Truyol Serra,
quien expresa el parecer de la Sala.

I. ANTECEDENTES

1. Por escrito que tuvo entrada ea este Tribunal el 31 de mayo
de 1986, el Procurador don Enrique Brualla de Píniés, en nombre
de don Guillermo Moreno Rodriauez, interpuso recurso de amparo
contra providencia de la Sala áe lo Contencioso-Administrativo
(Sección Tercera) de la Audiencia Nacional, de lO de febrero de
1986, recaída en los autos núm. 311.893.

Se fundamenta el recurso en las alegaciones de hecho y de
Derecho que a continuación se resumen.

2. El recllt't'ente, miembro del Cuerpo Técnico de Administra­
ción Civil (hoy Cuerpo Superior de Administradores Civiles del
Estado), fue destinado como Jefe de la Sección de Asuntos
Económicos de la Confederación HidroVáfica del Tl\io, con fecha
2S de abril de 1979. El 23 de mayo del mIsmo año se dejó sin efecto
dicho destino, pasando el interesado a desempeñar funciooes en la
Delegación Provincial del Ministerio de Obras Públicas y Urba­
nismo de Madrid Confirmada esta última resolución en vIa
administrativa, interpuso recurso contencioso-Administrativo que
fue estimado, en parte, por Sentencia de la Sección Tercera de la
Audiencia Nacional, de 4 de diciembre de 1984, que la declaró
nula, revitalizando el nQ!!1bramíento operado en 25 de abril de
1979 Ydeclarando el derecho del recurrente a percibir los emolu­
mentos correspondientes, hasta el momento «en 9ue se lleve a
efecto legal y re¡lamentariamente su remoción en dicha l·efatura».

Con anteriondad a dicha Sentencia, el Real Decreto 1 15/1984,
de 6 de junio, transfirió a la Comunidad de Madrid funciones y
servicios del Estado en materia de vivienda, traspasándose
mediante el mismo al funcionario recurrente, que en aquel
momento prestaba senicio en el Instituto para la Promoción
Pública de la Vivienda, transferencia esta última que no se habria
producido de haber actuado la Administración conforme a Dere­
cho, ya que no se traspasar_o_n medios materiales ni funcionarios de
la Coofederación Hidrop'llfica del Tl\io.

Firme la Seotencia y ante la inejecución de la misma, el señor
Moreoo Rodriguez presentó escrito ante la Sala, el 28 de mayo de
1985, en el que solicitaba se requiriera a la Administración

1.0 Anular los si$!1ientes Autos del Tribunal Central de
Trabajo: De 22 de abril de 1986 (Recurso 2.193/1982); de 22 de
abril de 1986 (Recurso 1.891/1982); de 21 de abril de 1986
(Recurso 1.944/1982); de 21 de abril de 1986 (Recurso 2.044/1982);
de 21 de abril de 1986 (Recurso 2.176/1982); de 20 de mayo de
1986 (Recurso 1.923/1982); de 20 de mayo de 1986 (Recurso
1.92111982), y de 3 de jUlllO de 1986 (Recurso 2.015/1982).

2.u Reconocer su derecho a la admisión y tramitación de los
respectivos recursos de suplicación a los que los citados Autos
anulados se refieren.

Publiquese esta Sentencia en el «IIoletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a quince de julio de mil novecientos ochenta
y siete.-Gloria Besu6 Canlón.-Angel Latorre Seaura.-Femando
Garcia·Mon y González-Reguerai.-'Carlos de la ~ega Benayas.­
Jesús Leguina Villa.-Luis López Guerra.-Firmados y rubricados.

demandada para que cumpliese el fiillo, acordando la Audiencia
Naciooal, por prOVIdencia de 4 de junio de 1985, recabar de aqu6lla
información sobre el particular. Al propio tiempo f prevía instan­
cia del ioteresado sobre la ejecución de la SentenCUl, el Jefe de la
Sección de Personal del Ministerio de Obras Públicas y Urhanísmo
le comunicó que, en fecha de 2 de julio de 1985, se había dispuesto
su cese como Jefe de la Sección de Asuntos Económicos de la
Confederación Hidrográfica del T'\io, reconoci6ndose su derecho a
percibir los emolumentos correspondintes a dicho puesto de
trabajo hasta la mencionada fecha.

Ante esta situación, el afectado dirige varios escritos al Ministe­
rio y a la Audiencia Naciooal reclamando el cumplimiento de la
Sentencia en sus propios término~ en el sentido de 9...ue se le
repusiera en su destino en la Confederación Hidrogranca y se
coosiderase no adecuada la transferencia operada en junio de 1984
a la Comunidad de Madrid Pero el Ministerio, aparte de resolver
sobre aiRunas cuestiones relativas al abono de atrasos, que no son
objeto áe litigio en este recurso de amparo, desestimó su peticióo
relativa a la reposición en el anterior puesto de tra~o, sin decidir
sobre los efectos que la Sentencia había de tener sobre la transferen­
cia a la Comunidad Autónoma. Este problema si fue suscitado en
cambio por el interesado ante la Audiencia Nacional, entendiendo
el mismo queJo mientras no se produjera una nueva transferencia
concreta del runcionario, no podia incluírsele legalmente en la
I'racticada en junio de 1984, puesto que enconees su destino
Juridicamente comcto estaba en la Confederación Hidroaráfica y
no en el Instituto para la Promoción Pública de la Vivienda.

Finalmeote, la Audiencia dictó la providencia de 10 de lebrero
de 1986, que ahora se impugna, por la que interesa del Ministerio
se remuevan los obstáculos para satis1ilcer al recIlt't'ente las direfeo­
das económicas as! como en lo relativo a efectos de grado y
derechos inherentes a su condición de Jere de Sección y corrección
del título del interesado, «sin que haya lugar a otros requerimientos
a la Administraci6a».

Contra dicha providencia interpuso el hoy solicitante de
amparo recurso de súplie:a, invocando los arIs. 24 de la Constitu·
ción y 44 de la Ley Qrpníca del Tribuoal Constitucional, recurso
que fue desestimado por Auto de 3 de abril de 1986, en el que se
declara que la Sala no puede entrar en la remocióno~ en su
anterior destino el 2 de julio de 1985, cuya posibilidad ya se
cootemplaba en la propia Sentencia y cuya validez es cuestión
l\Íena a la ejecución de la misma, respecto de la que podo y debió
aetuarse en el procedimiento correspondiente. Contra el citado
Auto fue interpuesto recurso de apelación, no admitido a trámite.

En este momento, el señor Moreno Rodríguez, a pesar de tener
impugnada su adscripción a la Comunidad Autónoma, se encueo­
tra destinado en ella. no habiendo obtenido resolución a1guna de la
Audiencia Nacional que declare la ile,ga1idad de la remoción
operada en su destino de la Confede1'aC1ón Hidrográfica en 2 de
julio de 1985 ni que en junio de 1984 no se encontraba destinado
en el Instituto de Promoción Públida de la Vivienda, sino
legalmente en aquel otro destino, con los efectos consipientes.

3. Considera el recIlt't'ente que la meritada providencia de lO
de abril de 1986 vulnera lo dispuesto en el arI. 24.1 de la
Constitución, pues deja sin efecto práctico el contenido del fiillo
dictado por la propia Audiencia Nacional el 4 de diciemlm: de
1984, ya que la ejecución del mismo deberla suponer, como se
planteó en el incidente resuelto por aquella providencia, que no se
considerase '\iustada 8 derecho la remoción practicada en 2 de juli e

de 1985 o, al menos, que no se considerase incluido al sed
Moreno Rodriauez en la transferencia de funcionarial operada p
Decreto de 6 de junio de 1984.


